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sta semana, y con amplio consenso, el 
Panel de Expertos de Políticas Públicas UC 

sostuvo que “el uso de celulares debiese 

estar prohibido en los establecimientos 

escolares”. De hecho, ninguno de sus 
integrantes -representantes de diversas 
especialidades y sensibilidades políti- 

cas- estuvo de acuerdo con que permitirlos, mientras 
que un categórico 88% dijo estar a favor o muy a favor 
de desterrarlos de las salas de 

clases. 

Lo anterior va en línea con el 

proyecto de ley que por estos días se 
discute en el Congreso y que busca 
prohibir desde el nivel parvulario 
hasta 6” básico el uso de “medios 

tecnológicos de telefonía móvil”, 
permitiéndolos solo de manera excepcional en actividades 
escolares en que sean “estrictamente requeridos”. Aunque 
la iniciativa no los prohíbe explícitamente entre 7? y 4? 
medio, sí mandata a que los colegios establezcan en sus 
reglamentos un uso adecuado. 

La propuesta de cambio normativo reconoce cómo el sis- 
tema educacional ha debido adaptarse a la rápida evolución 

de la tecnología. Si bien el uso de herramientas digitales 

puede facilitar los procesos de aprendizaje y la adquisición 
de habilidades cada vez más necesarias, la evidencia refleja 

que las pantallas y redes sociales están provocando graves 
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efectos en la salud física y mental de los escolares, lo que 
apunta a que los costos de su inclusión en el proceso edu- 
cativo superan los beneficios. 

Estas consecuencias derivan, en gran parte de cómo el 
uso sin restricciones de pantallas ha minimizado activi- 

dades clave para el desarrollo infanto-juvenil, como el 
ejercicio físico, la interacción social, el juego, y el tiempo 
al aire libre. A ello se suman los efectos que la exposi- 
ción prolongada ha provocado en el incremento de casos 

de miopía, lo que, a su vez -y de 
acuerdo con expertos en oftalmolo= 
gía pediátrica-, ha elevado el riesgo 
de desarrollo futuro de graves 
patologías de visión. La evidencia 
señala, además, que los dispositivos 
obstaculizarían el normal desarrollo 

cognitivo, al provocar distracción, 
ansiedad, hiperactividad y barreras para el florecimiento 
de habilidades blandas, claves para una formación integral. 

En este escenario, el proyecto de ley en discusión, 
recientemente aprobado en la Cámara de Diputados y 
pronto a comenzar su segundo trámite en el Senado, va 
en el sentido correcto. El gran desafío debe estar en su 

adecuada implementación y en un posterior monitoreo que 
procure el cumplimiento de su objetivo de avanzar hacia un 
equilibrio entre aprendizaje y generación de habilidades, 
minimizando en la mayor medida posible los riesgos para 
la salud física y mental de adolescentes y niños. 
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Empresa, 
protección de los 
trabajadores y 
responsabilidad 

areciente decisión de la Dirección del 

Trabajo de suspender el funcionamiento 
de un local farmacéutico al considerar 

jue los trabajadores estaban en peligro 
inminente, dada la acción delictual en suen- 

torno, tras un “turbazo” cometido por más 
de 10 delincuentes, nos lleva a reflexionar 

sobre el deber de seguridad que la ley impone 
al empleador y, más ampliamente, sobre el 
rol del Estado y las empresas en la protección 
de ciudadanos y trabajadores. 

De acuerdo con el artículo 184 del Código 
del Trabajo y el DS N*594, el empleador 
tiene la obligación de adoptar las medidas 
necesarias para proteger eficazmente la 
vida y salud delos trabajadores. Esto incluye 
garantizar condiciones adecuadas de higiene y 
seguridad en las faenas, así como proporcio- 
nar los implementos necesarios para prevenir 
accidentes y enfermedades profesionales. 
Estas obligaciones deben cumplirse dentro 
del marco en que se prestan los servicios y, 

obviamente, dentro de la esfera de cuidado del 
empleador. Es deci, la empresa debe reducir 
al mínimo, en la medida en que sea razonable 
y factible, las causas de los riesgos inherentes 
al medio ambiente de trabajo y que se deriven. 
del desarrollo de la actividad laboral. 

Sibien pareciere evidente el que dentro 
deestas obligaciones no puede imponer- 
seal empleador la prevención ante actos 
delictuales, especialmente cuando la ley no 
le otorga medios que hoy serían adecuados 
y necesarios para ello, dada la masividad 
dela criminalidad actual y su alto grado 
deviolencia -p.ej. los empleadores tienen 
limitaciones en la adopción de medidas de 
seguridad como la tenencia y uso de armas 
de fuego”, el razonamiento de la autoridad 
en este caso, al igual que la lógica tras leyes 
dictadas en el último tiempo, apuntan en un 
sentido contrario. 

Diversas disposiciones legales están 
creando las bases de futuras reclamacio- 

tructivos, protocolos y manuales orientados a 
su prevención y canales de denuncia, comités 
y todo ello con sus respectivos costos. 

Sibien la jurisprudencia mayoritaria es que 
losactos delictuales cometidos por terceros 
no son de responsabilidad del empleador, los 
fallos minoritarios pudieren extenderse en 

otro sentido, en una judicatura laboral con alto 
sesgo pro-operario, ante esta postura “oficial” 
sobre el alcance ilimitado de la responsabili- 

dad del empleador por los daños, físico o psi- 
cológico, y todo sufrimiento que sufra un tra- 
bajador. Así, la ocurrencia de asaltos, turbazos, 
acoso, trato inadecuado, discriminación de 
cualquier tipo, etc., porel solo hecho de ocurrir 
enelentorno de la empresa, significaría que la 
seguridad implementada y las capacitaciones, 
protocolos y demás acciones preventivas de 
la empresa fueron insuficientes y ello, per 
se, configuraría el incumplimiento del deber 
de protegeral trabajador con la consiguiente 
obligación de indemnizar. 

  

“No puede imponerse al empleador la prevención ante 
actos delictuales, especialmente cuando la ley no le otorga 
medios que hoy serían adecuados y necesarios, dada la 
masiva criminalidad actual y su alto grado de violencia” 
nes que busquen hacer responsables a las 
empresas por actuaciones de o que afecten 
asus trabajadores, no relacionadas con sus 
obligaciones laborales, que pudieren ser 
delictivas y fuera de toda posibilidad realista 
de control o anticipación, al hacer recaer en 
el empleador crecientes obligaciones de ca- 
pacitación, seguimiento, generación de ins 

El traspaso a los empleadores de res- 
ponsabilidades del Estado o de la sociedad 

toda no solo es injusto, sino que también 
pone en riesgo la viabilidad económica de 
las empresas y generará una creciente caída 
dela inversión y una fuerza inevitable hacia 

la automatización y la disminución de los 

empleos.   
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Portabilidad financiera: una 
promesa pendiente 

a portabilidad financiera implementada en 2020 es una política 
pública que busca modificar el comportamiento de los consumi- 
dores (personas naturales y micro pequeñas empresas). Y apunta, 

mo nos sugiere la teoría económica, a que mientras más elástica 
sea la demanda los consumidores obtendrán mejores condiciones. 

Si analizamos las estadísticas publicadas por la Comisión para el 
Mercado Financiero (CMF), podemos ver que, desde diciembre de 2021 
ajunio de 2024, unos 3.000 clientes han solicitado portabilidad finan- 

iera, lo que equivale a 0,05% del público objetivo. Se trata, sin duda de 
una política pública que ha sido escasamente empleada por los clien= 
tes. Si estudiamos los resultados de las solicitudes -considerando que 

un cliente puede portarse con más de un producto, por lo que hay más 
solicitudes en el proceso se obtiene que un 2% del stock promedio 
mensual de éstas son aprobadas; más de 6%, desistidas; más de 30%, 
rechazadas; y 50% están pendientes. Son cifras que sorprenden. 

¿Qué podría explicar esta baja tasa de uso? Desde el punto de vista de 
la demanda, la teoría microeconómica -que estudia los sesgos y fallas 
de mercados en el sector financiero- evidencia que la baja elasticidad 

obedece a distintos motivos, muchos de los cuales tienen en común 

la falta de información de los consumidores, lo que se explica por 
creencias sesgadas sobre las condiciones de mercado, desconocimiento 
delos mecanismos para ' 
portarse, altos costos Menos del 1% del público 
denguedaycostosde —— Opretivo ha solicitado 

Tampoconobastacon— POrtabilidad financiera. 
guetos consumidores —— Gran parte de la baja tasa 
intenten portarse para 
queestoocuna. Desdela— Ue USO Obedece a la falta 
oferta srelevante analiza Je Información de los cómola regulación reduce ” 
fricionesparaacittaria.— CONSUMINONES”. 
portabilidad entre compe- 
tidores y cómo están puestos los incentivos. En este caso en particular, 
el Sernac denuncia a las instituciones financieras que no entregan los 
certificados de sus clientes a sus competidores en un plazo de tres a 
cinco días, para que se les aplique una multa. El problema es que los 
tiempos de respuesta del proceso posterior no están normados ni 
tampoco la forma en que se recibe la información adicional requerida 
por las instituciones para evaluar a los consumidores. 

Estas cifras evidencian que aún hay desafíos para el Estado en la 
aplicación de esta política pública, tanto en el deber de informar y 
visibilizar las potenciales ganancias hacia los consumidores, como 
desde el punto de vista de la oferta, referidos a los plazos de respuesta 
ya la búsqueda de formas expeditas que permitan la evaluación de los 
consumidores. 

No todas son malas noticias. El Estado, a través del sistema de 
finanzas abiertas y de la Ley de Deuda Consolidada, puede contribuir 
a que estas políticas sean más efectivas: facilitando la entrega de 
información con consentimiento de los clientes para evaluarlas rápi- 
damente y a través de los modelos de negocios de asesorías de finanzas 
personales o empresariales, que pueden brindar información alos 
consumidores sobre sus potenciales ganancias en el mercado. Aun 
así, se debe analizar qué cambios emprender para que esta Ley sea, 
realmente, de utilidad para los consumidores. 
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